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	El acoso y la violencia sexual es un problema que se gesta en las calles, principalmente en el transporte público camino a las escuelas, universidades y lugares de trabajo, circunstancia que no solo limita la libertad de movimiento de mujeres y niñas. Reduce su capacidad de estudiar, trabajar y participar plenamente en la vida pública, acceder a servicios esenciales y a disfrutar de oportunidades culturales y de ocio. Asimismo, repercute negativamente en su salud y bienestar. 

La erradicación de la violencia contra las mujeres en los entornos urbanos plantea un gran reto, tanto para los gobiernos en el plano legislativo como en la política pública, se requiere una transformación desde las estructuras y prácticas generadoras de patrones y estereotipos que se aprenden y reproducen en la sociedad hasta una gran inversión en la creación de infraestructura. 

Derivado de los compromisos internacionales, México reformó su marco legal a nivel constitucional y legal de forma reciente, incluyendo en la planeación urbana y la movilidad la obligación de incluir la perspectiva de género y el principio de transversalidad.

La estrategia nacional de movilidad está gestándose se debe analizar la forma en que las autoridades incluirán de manera transversal la perspectiva de género con el fin de dotar de seguridad a las mujeres con el fin de hacer efectivo el derecho a la ciudad. 
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Introducción
(I. Introducción)	

La Agenda 2030 en el apartado denominado Desarrollo Sostenible, estableció dentro de los objetivos de desarrollo sostenible, el ODS 5 denominado “Igualdad de Género” que pretende poner fin a toda forma de discriminación o violencia contra todas las mujeres y las niñas en los ámbitos público y privado, busca asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de oportunidades de liderazgo, al igual que reconocer y valorar el trabajo doméstico y de cuidado no remunerados, a través de servicios públicos y políticas de protección social, que promuevan el empoderamiento de las mujeres y su participación efectiva en todos los ámbitos de desarrollo; así como el ODS 11, se propuso lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, sostenibles, acordándose una meta concreta para la eliminación de la violencia contra las mujeres y niñas en los ámbitos público y privado.

En 2013, la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer de las Naciones Unidas (CSW57) reconoció las distintas formas de violencia sexual contra las mujeres y niñas en espacios públicos como una preocupación específica, y exhortó a los Estados miembros a implementar acciones para prevenirla.

Finalmente, como parte de estos compromisos suscritos por México la Plataforma de Acción de Beijing en 1995, identificó la eliminación de la violencia contra las mujeres como una de las 12 áreas críticas para lograr la igualdad de género. 

Las conductas de violencia y acoso sexual que se perpetran en contra de las mujeres en el transporte público, impactan de forma negativa en su forma de interactuar en la vida en sociedad llegando incluso a abandonar la escuela o el trabajo.  

La realidad es, que los delitos cometidos en transporte público son los que presentan mayor incidencia delictiva, además de ser también los que más generan la percepción de inseguridad en el país. 

La planeación con perspectiva de género, si bien, no es la única forma de impactar de forma favorable para prevenir y erradicar este tipo de conductas, la transversalización de la perspectiva de género en el diseño de las ciudades es inaplazable, reflexionando ¿qué tan ancha es la banqueta sobre la que caminas? ¿Existen botones de pánico? ¿Las calles están iluminadas? ¿Hay cámaras de vigilancia? ¿Puedes escuchar los semáforos para personas con alguna enfermedad visual? 

La planificación de las ciudades obedece a la organización social, en su origen fueron pensadas para y por los hombres, quienes eran los únicos, que recorrían las calles para llegar a sus trabajos. 

En este contexto es importante analizar la evolución que ha sufrido México a efecto de erradicar la violencia en el transporte público y generar acciones que favorezcan el desarrollo igualitario de las mujeres en el espacio público.

[bookmark: _heading=h.2et92p0]Finalmente, la presente investigación proporciona elementos que revelan si el marco normativo prevé como obligación de las autoridades observar la perspectiva de género y por ende si ésta se ha implementado de forma adecuada.  
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[bookmark: _Toc104251184]I. Implicaciones en materia de derechos humanos 
[bookmark: _heading=h.3dy6vkm][bookmark: _Toc100155858][bookmark: _Toc100590983][bookmark: _Toc100621221][bookmark: _Toc100747602][bookmark: _Toc104251185](II. Justificación de la realización de la investigación) 

El principio de progresividad y pro persona señalados en el artículo 1 de nuestra Constitución fue la base para que el derecho humano a la movilidad se transformara progresivamente a fin de regular en nuestro marco legal el tránsito, las vialidades y el transporte poniendo en el centro a las personas, esto como resultado de un proceso de reconocimiento progresivo de los derechos incorporados a través de la Nueva Agenda Urbana (ONU, 2017) y los Objetivos de Desarrollo Sustentable (ODS)5 : la movilidad está prevista en los puntos 100 y 113-118 de la Nueva Agenda Urbana y en 11 metas de los ODS.
Resultado de ello el Congreso de la Unión aprobó recientemente la reforma constitucional de los artículos 4°, 73, 115 y 122 para dotarse de la facultad de legislar en materia de movilidad y seguridad vial, así como la inclusión del derecho a la movilidad en estos términos: “Toda persona tiene derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad”. Además, estableció en el segundo transitorio que el Congreso de la Unión deberá expedir una Ley General en materia de movilidad y seguridad vial. Dicha reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de diciembre de 2020. 
Con esta reforma se estableció la posibilidad de contar con un marco jurídico nacional que pueda homologar las buenas prácticas de movilidad y seguridad vial, y convertirlas en un estándar base para todo el país incluyendo la perspectiva de género. 
Por su parte, la Ley General De Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial Y Desarrollo Urbano también establece el derecho a la Ciudad observando la equidad e inclusión garantizando el pleno de derechos en condiciones de igualdad, promoviendo el respeto de los derechos de los grupos vulnerables, la perspectiva de género y que todos los habitantes puedan decidir entre una oferta diversa de suelo, viviendas, servicios, equipamientos, infraestructura y actividades económicas de acuerdo a sus preferencias, necesidades y capacidades.
Recordemos que las diferencias entre lo femenino y lo masculino que a lo largo de la historia han construido roles y estereotipos han impactado en las formas de ver y construir las ciudades. Esta división entre mujeres y hombres en el ámbito urbano ha generado diversidad y desigualdad que se manifiesta en representaciones espaciales que omiten la presencia de las mujeres como habitantes de la ciudad y factor de transformación de los procesos urbanos.
Estas desigualdades que vivimos entre hombres y mujeres tienden a transformar a los espacios públicos en lugares propicios para la violencia que se ejerce en contra de ellas, principalmente de índole sexual. Para las mujeres, la experiencia en las ciudades está marcada por la exclusión del uso y disfrute de los espacios públicos seguros.
En las ciudades se ignoran las realidades y necesidades de las mujeres que a diario la transitan y viven, obligándolas a restringir su libertad y capacidad de movilidad y disfrute de las áreas urbanas, pero también de desarrollo. Se cree erróneamente que lo que es válido y benéfico para los hombres, lo es de igual manera para las mujeres, haciendo invisibles la desigualdad entre mujeres y hombres, y la violencia contra las mujeres. 

Diariamente las mujeres ven mermado su derecho a la ciudad por la percepción de inseguridad, la sensación de vulnerabilidad y el miedo a ser violentadas, restringiendo el uso, apropiación y disfrute de los espacios públicos y privados

La perspectiva de género aplicada al urbanismo implica poner particular atención a las exigencias de satisfacer en igualdad de condiciones a hombres y mujeres, pero con especial atención a las mujeres y niñas quienes pueden sufrir diversos tipos de acoso y violencia sexual en espacios públicos que van desde comentarios sexuales hasta el manoseo, violación, llegando al feminicidio.
La violencia ejercida en espacios públicos limita la libertad de movimiento de mujeres y niñas, reduce sus posibilidades de estudiar, trabajar y participar en la vida pública, acceder a servicios esenciales y a disfrutar de oportunidades culturales y de ocio. Asimismo, repercute negativamente en su salud y bienestar. 

En esta lógica el Estado mexicano tiene también el compromiso de velar por los derechos humanos de igualdad y no discriminación erradicando la violencia por motivos de género asumidos ante la comunidad internacional, en la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, CEDAW, por sus siglas en inglés, instrumento de derechos humanos de las mujeres, en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer de Belém do Pará, lo que amplía el marco jurídico para contribuir de manera determinante a la vigencia de los derechos de las mujeres mexicanas a la igualdad, la no discriminación y a vivir una vida libre de violencia, así como la Plataforma de Acción de Beijing en 1995, que identificó la necesidad de eliminar la violencia contra las mujeres  para lograr la igualdad de género.

[bookmark: _heading=h.1t3h5sf][bookmark: _Toc100155859][bookmark: _Toc100590984][bookmark: _Toc100621222][bookmark: _Toc100747603][bookmark: _Toc104251186] (III. Objetivos de la investigación) En razón de lo anterior, esta investigación se plantea como objetivos: i. Analizar la incidencia delictiva en delitos cometidos contra las mujeres en el espacio público para determinar las necesidades de seguridad; ii. Identificar si el marco normativo vigente en materia de movilidad prevé la perspectiva de género y el principio de transversalidad; iii. Identificar si las autoridades en la planeación urbana y acatando la normatividad, han implementado acciones preventivas a fin de evitar los delitos cometidos en contra de las mujeres; iv. Plantear una serie de propuestas o retos, para posibilitar el pleno ejercicio de derecho a la ciudad de las mujeres en nuestro país penal.

[bookmark: _heading=h.4d34og8][bookmark: _Toc100155860][bookmark: _Toc100590985][bookmark: _Toc100621223][bookmark: _Toc100747604][bookmark: _Toc104251187](IV. Planteamiento y delimitación del problema) Se identificarán los derechos de las mujeres, los instrumentos internacionales, y el marco legal, que obligan a las autoridades mexicanas a actuar con perspectiva de género en la planificación urbana, concretamente en el área de movilidad, en razón de que el transporte público es el espacio público con el mayor número de delitos violentos cometidos en contra de las mujeres, así como otros elementos que puedan servir como parte del análisis cualitativo de los hechos más relevantes, a fin de determinar si el marco normativo del sistema de movilidad y la praxis atribuida  por sus operadores en la planeación urbanística son congruentes y cumplen con el principio de transversalidad, realizándose a nivel nacional en razón de la reciente entrada en vigor de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial aplicable en todo el país. 
[bookmark: _heading=h.z8dxpnd9gc49][bookmark: _Toc104251188][bookmark: _Toc100155861]
II. Marco contextual 
[bookmark: _heading=h.17dp8vu][bookmark: _Toc100155862][bookmark: _Toc100590987][bookmark: _Toc100621225][bookmark: _Toc100747606][bookmark: _Toc104251189](V. Marco teórico y conceptual de referencia) 

La realidad urbana del país y el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos, nos remonta a la Declaración Universal de Derechos Humanos que contiene las bases fundamentales que deben respetar los estados miembros para asegurar que cada ser humano pueda desarrollarse en libertad, igualdad y con seguridad, dentro de una sociedad, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

Las mujeres han participado en la construcción de los diversos cambios culturales, aportando una nueva interpretación del mundo y la sociedad al cuestionar su subordinación como sustento de las relaciones sociales y otorgar así nuevos contenidos a conceptos como democracia, ciudadanía y participación. 

El activismo de las mujeres en los distintos espacios internacionales como las Conferencias de Naciones Unidas, posibilitó incorporar en las plataformas de acción de los gobiernos, compromisos específicos para dar respuestas a las demandas y propuestas de las mujeres para el logro de sus derechos, siendo el derecho a la ciudad y el acceso a los bienes y servicios de la misma, uno de esos derechos. 

Ante la exclusión de las mujeres en la planeación de los asientos humanos surgieron compromisos, por parte de los gobiernos del mundo, con relación a los derechos exigidos por las mujeres y específicamente a garantizar entornos adecuados para la vida en asentamientos rurales y urbanos. Compromisos expresados en las Conferencias de Naciones Unidas, de Medio Ambiente y Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro del 3 al 14 de junio de 1992, conocida en esa época como la Cumbre de la Tierra y más tarde como la Conferencia de Río, la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing en 1995, marcó la agenda mundial de igualdad de género. La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, constituye un programa en favor del empoderamiento de la mujer y en su elaboración se tuvo en cuenta el documento clave de política mundial sobre igualdad de género. La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing establece una serie de objetivos estratégicos y medidas para el progreso de las mujeres y el logro de la igualdad de género en 12 esferas cruciales.  

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) conocida por sus siglas en inglés como CEDAW fue adoptada en diciembre de 1979 por Resolución 34/180 de la Asamblea General de las Naciones Unidas y su entrada en vigor fue el 3 de septiembre de 1981. 

La importancia de la CEDAW estriba en constituirse como el primer instrumento que reconoce explícitamente las condiciones estructurales de desventaja de las mujeres y considera las diversas formas de discriminación que viven día con día y establece parámetros de políticas públicas para combatirlas. Dentro de dicha Convención se prevé la obligación de cumplimiento para los países que la han ratificado a fin de lograr la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y las niñas, asimismo determina que los Estados Parte deben incorporar la perspectiva de género en todas sus instituciones, políticas y acciones con el fin de garantizar la igualdad de trato, esto quiere decir, que no exista discriminación directa ni indirecta de la mujer, así como promover la igualdad sustantiva o la igualdad de resultados.

De igual forma, los gobiernos locales a través de diversos instrumentos han ratificado compromisos para con las mujeres en espacios específicos internacionales como la Declaración Mundial de IULA sobre las Mujeres en el Gobierno Local (1998) y la Declaración del Congreso Fundador de Ciudades y Gobiernos Locales Unidos (París 2004). Por su parte, la Carta Internacional por el derecho de la mujer a la ciudad, propone enfatizar los desafíos pendientes para lograr las ciudades equitativas y democráticas que todas y todos aspiran. Retoma asimismo la Carta Europea de la Mujer en la Ciudad (1995) y las declaraciones del Encuentro Construyendo ciudades por la Paz y la Declaración de Montreal sobre la seguridad de las mujeres (2002), así como la Estrategia Urbana del Banco Mundial.  

En 12ª Conferencia Internacional del Comité Internacional de Coordinación de Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos, realizada en octubre del 2015, los Ombudsman de 53 países participantes, incluido México, aprobaron la Declaración Mérida “Los Objetivos de Desarrollo Sostenible: ¿Qué papel tienen las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos?". En donde se comprometieron con los gobiernos nacionales y locales y otras instancias interesadas, a proporcionar asesoría para la implementación y medición de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en septiembre del 2015, como parte de acciones globales a favor de la prosperidad humana. 

Asumieron también, el compromiso de responder a las demandas ciudadanas y a las denuncias por violaciones de los derechos humanos en el marco del desarrollo y la implementación de los diecisiete Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ODS), entre ellos el número 11, que convoca a lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles. 

Posterior a ello, en octubre del 2016, se realizó en Quito, Ecuador, la III Conferencia de las Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenible (Hábitat III), en la que se convocó a los países miembros para intercambiar información e ideas alrededor del tendiente proceso de urbanización en el mundo y la necesidad de un desarrollo sostenible. 

En este encuentro se construyó la Nueva Agenda Urbana 2030, documento que funge como guía a los Estados miembros para establecer prioridades e impulsar el desarrollo sustentable de sus ciudades en los años futuros. El gobierno mexicano en Hábitat III compartió su visión por impulsar la introducción del derecho a la ciudad en la Nueva Agenda Urbana, reconociendo este derecho colectivo en el marco jurídico de México, señalando su compromiso con el derecho a la ciudad por ser un ideal común para construir una ciudad para todas y todos.

En la Conferencia Mundial Hábitat III México participó con el objetivo de promover el rol fundamental de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos en el diseño, implementación y monitoreo de la Nueva Agenda Urbana, pronunciándose por orientar las acciones globales hacia el desarrollo urbano sostenible en el que el goce y disfrute de los derechos humanos sean una realidad, especialmente, el bienestar de los grupos en situación de vulnerabilidad. 

En la reunión especial de trabajo de la Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO) y el Foro Internacional sobre la Exigibilidad y Seguimiento de las Responsabilidades de los Estados frente a los Objetivos de Desarrollo Sostenible, ambos eventos llevados a cabo en el marco de las actividades de Hábitat III, México recordó que desde el ámbito de la promoción y difusión de los derechos humanos, se realizaron distintos foros regionales sobre el vínculo entre los servicios públicos y los derechos humanos. 

El objetivo de esos foros fue incidir en mejores prácticas administrativas que conlleven a una gestión urbana con perspectiva de derechos humanos asegurando una provisión de servicios apegada a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Otro foro internacional en que participó México en materia de derechos humanos y desarrollo, fue el evento especial denominado “El rol de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos en la implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y los compromisos del Acuerdo de París sobre cambio climático”, el cual se llevó a cabo en noviembre de 2016 en Marrakech, Marruecos en el marco de la 22ª Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. En dicho encuentro, las y los titulares de las instituciones de protección y defensa de los derechos humanos compartieron prácticas innovadoras y exitosas para el cumplimiento de los objetivos de desarrollo sostenible de la Agenda 2030 y los compromisos del Acuerdo de París sobre cambio climático con estricto apego a los principios fundamentales de la dignidad humana. 

Destacando en la Agenda 2030, el Objetivo 5.2 que establece “la eliminación de todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas en las esferas pública y privada” como una de sus metas, y dentro del Objetivo 11 se invita a los estados parte a “contar con ciudades y asentamientos humanos inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles para todos y todas”.

Por su parte, en relación a la planeación urbana nuestro marco jurídico nacional ha tenido avances en la inclusión de la perspectiva de género, derivado de los compromisos internacionales en 2016 expidió la Ley General De Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial Y Desarrollo Urbano, que en particular prevé: 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio nacional. Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto:
I… a V…
V. Propiciar mecanismos que permitan la participación ciudadana en particular para las mujeres, jóvenes y personas en situación de vulnerabilidad, en los procesos de planeación y gestión del territorio con base en el acceso a información transparente, completa y oportuna, así como la creación de espacios e instrumentos que garanticen la corresponsabilidad del gobierno y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y evaluación de la política pública en la materia.

Artículo 2. Todas las personas sin distinción de sexo, raza, etnia, edad, limitación física, orientación sexual, tienen derecho a vivir y disfrutar ciudades y Asentamientos Humanos en condiciones sustentables, resilientes, saludables, productivos, equitativos, justos, incluyentes, democráticos y seguros…”.

Artículo 4. La planeación, regulación y gestión de los asentamientos humanos, Centros de Población y la ordenación territorial, deben conducirse en apego a los siguientes principios de política pública:

I. Derecho a la ciudad. Garantizar a todos los habitantes de un Asentamiento Humano o Centros de Población el acceso a la vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por México en la materia;

II. Equidad e inclusión. Garantizar el ejercicio pleno de derechos en condiciones de igualdad, promoviendo la cohesión social a través de medidas que impidan la discriminación, segregación o marginación de individuos o grupos. Promover el respeto de los derechos de los grupos vulnerables, la perspectiva de género y que todos los habitantes puedan decidir entre una oferta diversa de suelo, viviendas, servicios, equipamientos, infraestructura y actividades económicas de acuerdo a sus preferencias, necesidades y capacidades;

III a VI…

VII. Protección y progresividad del Espacio Público. Crear condiciones de habitabilidad de los espacios públicos, como elementos fundamentales para el derecho a una vida sana, la convivencia, recreación y seguridad ciudadana que considere las necesidades diferenciada por personas y grupos. Se fomentará el rescate, la creación y el mantenimiento de los espacios públicos que podrán ampliarse, o mejorarse pero nunca destruirse o verse disminuidos. En caso de utilidad pública, estos espacios deberán ser sustituidos por otros que generen beneficios equivalentes;

Artículo 71. Las políticas y programas de Movilidad deberán:
I a VII…
VIII. Promover el acceso de mujeres y niñas a espacios públicos y transporte de calidad, seguro y eficiente, incluyendo acciones para eliminar la violencia basada en género y el acoso sexual;

Posterior a esta reforma legal, el 18 de diciembre de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto que reformó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de movilidad y seguridad vial, en sus numerales 4, 73, 115 y 122[footnoteRef:1], incorporando el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad. Dotó de facultades al Congreso de la Unión para expedir leyes en materia de movilidad y seguridad víal.  [1:  Diario Oficial de la Federación. (2020). DECRETO por el que se declara reformadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Movilidad y Seguridad Vial. Agosto 18, 2022, de SEGOB Sitio web: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5608174&fecha=18%2F12%2F2020#gsc.tab=0] 


En relación a lo anterior, la movilidad  y seguridad en los espacios públicos para las mujeres se retoma en la Plataforma de Acción de Beijing al identificar la violencia contra las mujeres como uno de los doce principales obstáculos para alcanzar la igualdad de género, por lo que la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (2013) principal órgano intergubernamental de las Naciones Unidas para dar seguimiento a la Plataforma de Acción de Beijing, fue donde se reconoció por primera vez, en un foro intergubernamental, la importancia del Programa Ciudades Seguras. 

En congruencia con los instrumentos internacionales, el marco jurídico nacional también se modificó incorporando la eliminación de la violencia contra las mujeres no solo en los cuerpos normativos que ya conocemos tales como Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED), Ley General para la Igualdad entre Hombres y Mujeres (LGIHM) y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), si no, que además incluyó como ya se plasmó líneas precedentes en la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial Y Desarrollo Urbano la seguridad en este derecho a la ciudad que se relaciona con los derechos a la vivienda, al espacio público, a la movilidad, a la visibilidad en el tejido urbano, a la identidad del lugar, a la seguridad, entre otros.

Como consecuencia de la citada reforma constitucional, el pasado 17 de mayo de 2022 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto que expidió la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial que incorporó el enfoque de género. 

En suma, todo ello, refleja la preocupación en formular procesos de urbanización en México con una perspectiva de género, a fin de lograr ciudades inclusivas, seguras, resilientes y sostenibles, bajo la visión del respeto a los derechos humanos en el marco normativo nacional e internacional a favor del desarrollo integral de las mujeres y por ende la necesidad de su análisis.
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[bookmark: _Toc104251190](VI. Hipótesis) Las hipótesis en las que se basa esta investigación son las siguientes: 
Si el marco jurídico incluye la perspectiva de género y el principio de transversalidad como parte de la planeación urbana. En cuyo caso estará en aptitud de diseñar e implementar acciones eficaces en el ámbito de la movilidad, para el control y eventual erradicación de la violencia de género. Si este marco jurídico y la praxis, ha concluido el proceso de implementación de la reforma, y de ser así, estas se encuentran alineadas entre sí. Concluido lo anterior, se hará necesario determinar si las acciones son asertivas o erróneas en la prevención y erradicación de la violencia, y una vez hecho que sea, se propondrán alternativas de solución como nuevas líneas de investigación.
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III. Transversalizando la perspectiva de género en la planeación urbana.
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La planificación y por consiguiente el espacio que habitamos las mujeres refleja dinámicas de poder al dar prioridades a determinado género, visibilizando la desigualdad. Regularmente se ignora la esfera reproductiva y de atención a las personas, y se da prioridad primordialmente a la esfera del trabajo y al género masculino. 
El derecho a la ciudad como lo define Lefebvre no puede concebirse como el simple derecho de visita o de regreso a las ciudades tradicionales. Puede formularse solamente como derecho a la vida urbana, transformada, renovada[footnoteRef:2], considerando que el derecho a la ciudad es un derecho a la vida urbana, y quienes habitan la ciudad pueden decidir, construir, crear y trasformar la ciudad, e incluso ser transformados por ella.  [2:  Lefebvre, Henri, El derecho a la ciudad, Barcelona, Península, 1969, p. 138. ] 

La ciudad es uno de los espacios más significativos para la sociedad, no sólo por su densidad poblacional, sino también porque a través de su diseño urbano (espacios públicos sin mantenimiento, áreas mal iluminadas, lotes baldíos) se desarrollan las relaciones sociales que incluso limitan a las mujeres a estar sólo en ciertos horarios y lugares considerados seguros, Koskela señala que al limitar su movilidad a causa del temor, las mujeres reproducen involuntariamente la dominación masculina sobre el espacio[footnoteRef:3]. [3:  Koskela, Hille, “‘Gendered exclusions’: Women’s fear of violence and changing relations to space”, en Geografiska Annaler, Series B, Human Georgraphy, vol. 81, núm. 2, 1999, pp. 111-124] 

Por ello, es necesario la introducción de la perspectiva de género en la construcción de la ciudad, que visibilice las causas y las manifestaciones de la violencia contra las mujeres que sucede en el entorno urbano, y permita la convivencia armónica entre mujeres y hombres.
Estas relaciones sociales de género, en los estudios urbanos, ha permitido determinar tres sectores significativos para el análisis de la ciudad. El primero, la división sexual del trabajo que continúa colocando a la mujer en el espacio privado y reproductivo de los hogares y a los hombres en el espacio público y reproductivo. El segundo, las formas en que se usa el espacio y el tiempo, que hacen de acuerdo a Ana Falú y Olga Segovia[footnoteRef:4] que los bienes urbanos no sean igualmente accesibles al generar desigualdades en el territorio. El tercero que revela la planeación urbana sexista, como lo señala Ortiz las ciudades se han construido ignorando las experiencias y necesidades específicas de las mujeres ya que hasta hoy la práctica de la planificación, su enseñanza y su profesionalización han sido mayoritariamente dominadas por el colectivo masculino[footnoteRef:5]. [4:  Falú, A. y Segovia, O. (Eds) (2007). Ciudades para convivir: sin violencia contra las mujeres. Santiago de Chile: Ediciones Sur ]  [5:  Ortiz,A. (2007) Hacia una ciudad no sexista. Algunas reflexiones a partir de la geografía humana feminista para la planeación del espacio urbano. Territorios] 

La concepción de limitar el derecho a la ciudad relacionado con el desplazamiento espacial las violaciones del derecho colectivo a la ciudad de las mujeres ocurren todos los días, en sus vivencias y encuentros diarios con la ciudad[footnoteRef:6].  [6:  Fenster, Tovi, “Gender and Human Rights: Implications for Planning and Development”, en Fenster, Tovi, (ed.), Gender, Human Rights and Planning, Londres/Nueva York, Routledge, 1999.] 

Análisis recientes sobre la movilidad de las personas se centran en las razones de los traslados que se consideran productivos, es decir, a la escuela o al trabajo, dejando otros motivos de viaje en una categoría general. Cuando se analiza ésta categoría, resulta interesante analizar el porcentaje de viajes “no productivos” al detectarse que las mujeres realizan entre el 48 y el 50% de esos viajes durante el día. Esta movilidad femenina, la definió Madariaga como movilidad del cuidado, la cual reconoce medir, atajar y hacer visible la movilidad diaria asociada al trabajo de cuidado. Entendemos el trabajo del cuidado como el trabajo no remunerado llevado a cabo por personas adultas sobre niños, niñas y otras personas dependientes, incluido el trabajo relacionado a mantener el hogar.
La realidad es que en México, las ciudades están diseñadas para los automóviles, más que para las personas. Según datos del IMCO entre 1990 y 2017, los vehículos en circulación crecieron a una tasa anual promedio del 5.3% mientras que la población lo hizo a una tasa del 1.5%. La desigualdad es uno de los efectos más nocivos del desarrollo urbano orientado al uso del automóvil. En 2016, ocho entidades superaron el 40% de sus hogares con rezago habitacional. En total, a nivel nacional se cuantificaron más de 9 millones de hogares en esta situación y la tendencia indica que seguirán en aumento.[footnoteRef:7] [7:  IMCO . (2021). Índice de movilidad urbana: Barrios mejor conectados para ciudades más incluyentes. Agosto 4, 2022, de IMCO Sitio web: https://imco.org.mx/indices/indice-de-movilidad-urbana/] 
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*Elaboración Inmujeres
La complejidad en garantizar el pleno derecho a la ciudad se compone de un conjunto de derechos colectivos que deben ejercer las mujeres, sin embargo, dentro de esta diversidad suele mencionarse la inseguridad como uno de los temas torales, pues el uso del espacio público es fuente de temor y violencia.
Para lograr garantizar la seguridad de las mujeres en las ciudades desde el punto de vista de la movilidad esta debe estar vinculada forzosamente a la infraestructura y transportes públicos, toda vez que solo teniendo medios de transporte seguros y accesibles es como las mujeres pueden ejercer totalmente sus derechos a una ciudad segura. 
Por su parte, en la planificación urbana, es importante garantizar (i) iluminación, (ii) disponibilidad de teléfonos públicos o (iii) botones de pánico para situaciones de emergencia, (iv) señalización apropiada para indicar los recorridos del transporte público, (v) servicios de emergencia y (vi) mapas generales de la ciudad, (vii) transporte público que conecte a las mujeres con los servicios públicos y las fuentes de empleo cerca de sus hogares, y que los (viii) servicios de transporte y la infraestructura pública sean accesibles para las infancias y las personas adultas mayores, cuyos principales cuidadoras son mujeres.
En zonas alejadas, debido a la distancia y a la dispersión, el transporte masivo o estructurado como el metro o metrobús no llega. En dichas zonas, el transporte tiende a ser más inseguro que en zonas centrales, exponiendo a la población más pobre a las peores condiciones de inseguridad. 
En la Ciudad de México, la mayoría de los robos en el transporte público son efectuados en microbuses[footnoteRef:8] que funcionan bajo el esquema de concesión hombre camión. Es decir, es transporte poco estructurado y poco profesionalizado que tiene mayor presencia en zonas periféricas donde no hay metro ni metrobús.  [8: Baruch González. “5 datos sobre la inseguridad en el transporte”. (9 de agosto de 2018). https://www.jetty.mx/update/2018/08/09/seguridad.html (Consultado 18/08/2022)] 

Según la última encuesta Origen Destino de la Zona Metropolitana del Valle de México, este tipo de transporte no estructurado mueve diariamente a poco más de 6 millones de personas, una cantidad mayor a la que mueven los autos (3.2 millones) o el metro (2.4 millones). En promedio, se llevan a cabo 11.5 millones de viajes diarios en transporte colectivo tipo microbús. Esto representa el 74% del total de viajes en transporte público.[footnoteRef:9] [9:  Onésimo Flores. “10 conclusiones preliminares del transporte en la ZMVM”. (26 de febrero de 2018). https://www.animalpolitico.com/blogueros-ciudad-posible/2018/02/26/10-conclusiones-preliminares-del-transporte-la-zmvm/ (Consultado 7/01/2019)] 

Si bien, la inseguridad en los espacios públicos es un tema que preocupa a todas y todos, tal como lo refleja la encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública[footnoteRef:10] (ENVIPE) al reportar que a nivel nacional el 58.9% de la población de 18 años y más considera la inseguridad como el problema más importante que aqueja hoy en día, seguido del desempleo con 41.5% y la salud con 40.2 por ciento. [10:  Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2021, INEGI. Agosto 10, 2022. Sitio Web: https://www.inegi.org.mx/programas/envipe/2021/] 

Esta inseguridad en la vía pública según la Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana[footnoteRef:11] (ENSU) se concentra en determinados espacios, siendo el transporte público uno de los tres lugares donde mayor percepción de inseguridad existe al concentrar el 68.7%, de igual forma, el 75% de la población siente inseguridad en los cajeros automáticos localizados en la vía pública, 61.4% en el banco y 56.2% en las calles que habitualmente usa. [11: https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/ensu/ensu2021_10.pdf] 

Lo que se corrobra con lo señalado por la ENVIPE al establecer que el robo o asalto en calle o transporte público es uno de los tres delitos que se comente con mayor frecuencia en el país, no obstante este dato, también se ha determinado que el 94.4% de estos delitos no se denuncia. 
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*Elaboración Inmujeres
La ENSU agregó una sección sobre víctimas de acoso sexual y/o violencia sexual en lugares públicos, que abordan situaciones de violencia (agresiones físicas, abuso, hostigamiento y acoso sexual) experimentadas en el ámbito comunitario o en espacios públicos. En los primeros resultados para el segundo semestre del 2020, el porcentaje reportado de mujeres que han vivido acoso en los espacios públicos fue del 21% mientras que para los hombres fue del 5%. De las mujeres víctimas de algunos de los actos de violencia sexual incluidos en la encuesta, únicamente el 26% manifestó saber dónde denunciar, y sólo el 14.6% ha denunciado o ha acudido a alguna autoridad competente a pedir apoyo.
Lo que es acorde a lo reportado en la encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública (ENVIPE) 2021, que señala que la incidencia delictiva en delitos sexuales donde las mujeres son las victimas es mayor, al contabilizarse 8 delitos sexuales cometidos a mujeres (3,140) por cada delito sexual cometido a hombres (246). 


Elaboración propia con información proporcionada por la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2021, emitida por el INEGI
* incluye delitos sexuales como: hostigamiento o intimidación sexual, manoseo, exhibicionismo, intento de violación y violación sexual.

Como hemos constatado líneas precedentes, en el espacio público la violencia de género, se perpetua de forma reiterada contra la mujer a quien a su vez se le asocia con mayor vulnerabilidad siendo a su vez víctimas en agresiones sexuales en comparación con los hombres.
En términos generales, las mujeres se sienten más inseguras que los hombres en diversos lugares públicos o privados, con 73.8% el transporte público es uno de los tres espacios públicos que consideran más inseguros.
Como consecuencia de dicha inseguridad y miedo al espacio público las mujeres experimentan la denominada movilidad restringida a salir a la ciudad, la cual afirma que las experiencias urbanas son diferentes desde una perspectiva de género entre hombres y mujeres y dentro del grupo de las mujeres. Tal como lo ha referido Jirón[footnoteRef:12], la no movilidad o movilidad restringida puede ser uno de los aspectos que más refleja las desigualdades de género que se viven en nuestras ciudades. Fenómeno que se puede constatar al verificar los datos de la Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana en su apartado experiencias en la movilidad, pues señala, que durante el tercer trimestre de 2021, se estimó que hombres de 18 años y más, en zonas urbanas salió 62.6 por ciento diariamente de su vivienda, mientras que de la población de mujeres de 18 años y más, se estima que solo el 45.9 por ciento salió diariamente de su casa. [12:  Jirón, P. (2007). Implicancias de género en las experiencias de movilidad cotidiana urbana en Santiago de Chile. Revista Venezolana de Estudios de la Mujer, 12(29), 173-198.] 

Asimismo, el 64.1% de las mujeres de 18 años y más, manifestó haber consultado los “noticieros en televisión” para informarse sobre la situación de la seguridad pública en su ciudad, mientras que 54.9% lo hizo a través de Facebook. 
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*Elaboración Inmujeres
Lo que podemos advertir en estos casos, es que la inseguridad y más gravemente el acoso sexual afecta de forma profunda a la víctima, el miedo que vive derivado su percepción de inseguridad en el espacio provoca que cambie dinámicas de viaje, su comportamiento en la calle o que implemente medidas distintas para procurarse seguridad, las cuales pueden dificultar aún más su capacidad de movimiento, hasta provocar que se abstenga de salir de su hogar. 
Esta movilidad restringida, a derivado en la conocida “barrera específica” que han denominado “emocional”, que constituye un análisis que relaciona el vínculo entre cuerpo, emociones y lugares a partir del miedo a la violencia en los espacios públicos. Finalmente la ciudad es el escenario en que gesta y desarrolla reiteradamente la violencia de género. 
Por lo tanto, es dable señalar que dicha violencia así ocurra tras los muros del hogar o en el espacio público, tiene un componente de género particular y diferenciable, y es que la percepción ante las violencias es mayor en las mujeres[footnoteRef:13].  [13:  Centro de Investigaciones y Servicios Cono Sur Argentina (Ciscsa), Red Mujer y Hábitat. (2007). Herramientas para la promoción de ciudades seguras desde la perspectiva de género. [Publicación en el marco del programa “Ciudades sin violencia hacia las mujeres y políticas públicas”]. Córdoba: Ciscsa.] 

Como se ha afirmado, que el factor miedo actúa como un mecanismo para disciplinar colectivamente a las mujeres, ya que en términos espaciales una de las principales consecuencias en la experiencia urbana de las mujeres tiene que ver con la restricción de movimientos por la ciudad, así como con una disminución de las relaciones sociales e incluso la automarginación de los espacios de disfrute personal y social[footnoteRef:14]. [14:  Laub, C. (2007). Violencia urbana, violencia de género y políticas de seguridad ciudadana. En A. Falú y O. Segovia (eds.), Ciudades para convivir: sin violencia hacia las mujeres (pp. 67-81). Santiago de Chile: Ediciones Sur] 

Esto nos arroja a las también denominadas geografías emocionales del miedo, que centran su atención en las diferentes experiencias emotivas de las mujeres en los entornos urbanos “las dimensiones espaciales físicas y subjetivas serían inseparables. Esto debido a que como lo han sostenido algunas geógrafas feministas, las emociones se filtran físicamente en los entornos sociales, así como en las experiencias subjetivas de los individuos”[footnoteRef:15] [15:  Soto, P. (2012). El miedo de las mujeres a la violencia en la Ciudad de México. Una cuestión de justicia espacial. Revista INVI, 27(75), 145-169.] 

Estos sentimientos de miedo ante un entorno en donde permea la vulnerabilidad originada por diversos factores y que se incrementa derivado de la deficiente planeación urbana pueden afectar de forma importante a las mujeres obligándolas a abandonar trabajos, escuelas, o actividades recreativas.
Como podemos ver la relevancia en el espacio es el entender y por ende desaparecer las  violencias en los espacios públicos, pues éstos son el escenario, para realizar actividades cotidianas orientadas a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas, y pueden ser fuente de creatividad e imaginación. Influye en la configuración de determinados comportamientos y representaciones sociales, así como en la manera de relacionarse con los demás[footnoteRef:16] [16:  Vargas, V. (2007). Espacio público, seguridad ciudadana y violencia de género. Reflexiones a partir de un proceso de debate (2006-2007). [Programa Regional Ciudades sin Violencia hacia las Mujeres Ciudades Seguras para Todas y Todos. Serie Cuadernos de Diálogos n.º 1]. Brasil: Unifem. Recuperado de http://bdigital.unal. edu.co/48875/1/programaregional.pdf] 

El espacio público en las agresiones sexuales hasta el feminicidio, en su comisión se ven impactados o influenciados por las características de éste, al favorecer su comisión la existencia de calles sin iluminación, zonas desérticas, espacios abandonados, la inexistencia de cámaras de vigilancia, de botones de pánico, la escases de transporte público. 
Estas circunstancias de tiempo, lugar y espacio se han analizado o asociado en casos de impacto nacional como las muertes en el Estado de México, las de Ciudad Juárez o incluso han jugado un papel importante que se torna reprochable hacia las mujeres y no al Estado como el caso de Debanhi donde se criticó el hecho de estar fuera de su casa a horas no apropiadas por ende, se colocan voluntariamente en una situación de riesgo y se vuelven víctimas y culpables de lo sucedido.
Las manifestaciones de violencia hacia a las mujeres en épocas recientes se ha tornado cambiante e incluso inconcebible, tan solo recordemos el caso de la mujer que murió en Guadalajara al ser quemada viva cuando se encontraba en la vía pública y que evidencia no solo falta de seguridad en el espacio público sino motivaciones y modus operandi impensables y que pueden disuadirse con una adecuada planeación urbana. 
Frente a estas circunstancias, diversas ciudades en el país han implementado programas con la finalidad de sensibilizar, prevenir y facilitar el acceso a la justicia en la comisión de este tipo de conductas, mencionamos los siguientes:
· Programa para prevenir, atender y sancionar la violencia contra las mujeres en el Transporte Público Colectivo. San Luis Potosí. Puesta en marcha de unidades especializadas de atención de violencia de género y capacitación de policías como primeras respondientes, así como promoción de la cultura de la denuncia con el “Acos+ometro en el transporte público”. 
· “Vive Segura CDMX”. Ciudad de México. Implementación del Protocolo “A.D.A.” (Acudir, Detener, Atender) que describe el proceso a realizar por las personas agentes de seguridad en los sistemas de transporte, acompañado de un silbato como herramienta preventiva y disuasiva. 
· Código Rojo, Ámbar y Puntos Naranjas en Estaciones de Transporte Público. Estado de Hidalgo. Puesta en marcha de un protocolo de actuación, botones y estaciones como puntos naranjas facilitan apoyo a mujeres en situación de acoso sexual.
· Mujeres conductoras del Sistema Integral de Transporte (SITRAN). Estado de Jalisco. Capacitación y certificación de mujeres para incorporarlas como mujeres conductoras del transporte público colectivo, con el fin de mejorar la paridad laboral e incidir en la percepción positiva de la prestación del servicio y disminuir las situaciones de acoso sexual. 
· Programa para la Prevención y Atención del Acoso y otras formas de violencia. Estado de Puebla. Acciones para prevenir, atender y erradicar el acoso sexual a partir del reforzamiento de leyes y reglamentos, invertir recursos en infraestructura para la seguridad de las mujeres, capacitación y elaboración de protocolos de actuación. 
· Capacitación para conductoras y conductores del transporte convencional con perspectiva de género. Estado de Hidalgo. Capacitación a personas conductoras como requisito para trabajar en el sistema de transporte público colectivo para generar un mayor impacto en el comportamiento de las personas conductoras.
· Programa piloto “Ruta segura para mujeres, niñas y niños, 2020”. Estado de Oaxaca. Acciones de monitoreo y acompañamiento de policías en rutas de transporte público colectivo seleccionadas, capacitación de personas funcionarias y operadoras de transporte, y aplicación de evaluación del programa mediante encuestas a personas usuarias.
Si bien, estas acciones inciden en la forma de prevenir y atender estas conductas, también nos encontramos ante la necesidad de crear infraestructura para la movilidad, lo preocupante es que   en 2019 sólo el 24% de los ingresos del plan de movilidad para el Valle de México se enfocó en esa materia.[footnoteRef:17] Hoy, de los 28 proyectos nuevos que Banobras tiene en puerta bajo el concepto de “transporte”, solo 4 están ubicados en el subsector de movilidad urbana, mientras que 13 se encuentran en el rubro de carreteras/puentes. De los 210 proyectos en operación, solo 1 está dedicado a la movilidad.[footnoteRef:18]  [17:  Arturo Ordaz Díaz. (2019). La pobre inversión en transporte público fomenta la ineficacia en la metrópoli. Agosto 15, 2022, de Forbes, México Sitio web: https://www.forbes.com.mx/la-pobre-inversion-en-transporte-publico-fomenta-la-ineficacia-en-la-metropoli/]  [18:  SHCP y BANOBRAS. (2022). Proyectos México. Agosto 25, 2022, de Banobras Sitio web: https://www.proyectosmexico.gob.mx/proyectos/
] 

No debemos olvidar que el marco legal existente y aprobado recientemente por el Congreso de la Unión deberá impactar en la planeación urbana particularmente atendiendo a las necesidades de género y grupos vulnerables.
Estas acciones que requieren inversión económica significativa, deberán emplearse en nuestro país, durante su proceso garantizar que los operadores tomen las mejores prácticas y planifiquen en base a la legislación   garantizado en todo momento la perspectiva de género, hasta entonces y con infraestructura podrá evaluarse las acciones del gobierno mexicano, pues hasta ahora ni las estadísticas cuyos datos son limitados, ni las acciones preventivas resultan suficientes. 
Finalmente, es importante señalar lo previsto en la materia, así tenemos que  la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (LGAHOTDU) expedida en 2016, se define por primera vez la movilidad como la capacidad, facilidad y eficiencia de tránsito o desplazamiento de las personas y bienes en el territorio, priorizando la accesibilidad universal, así como la sustentabilidad de la misma, como un elemento en la gestión de los asentamientos humanos. 
El fundamento legal de ambos tópicos en la Constitución, deriva del artículo 27 constitucional, específicamente de la frase contenida en el tercer párrafo que fundamenta la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano señalando que se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población.
En dicha ley la movilidad no se establece como un derecho, sino se deriva de la obligación del Estado de planear y regular el mejoramiento y crecimiento de las ciudades. El artículo cuarto de la LGAHOTDU indica que uno de los principios de política pública para la planeación, regulación y gestión de los asentamientos humanos, centros de población y la ordenación territorial es la “accesbilidad universal”, entendiéndose de forma muy particular: “X. Accesibilidad universal y movilidad. Promover una adecuada accesibilidad universal que genere cercanía y favorezca la relación entre diferentes actividades urbanas con medidas como la flexibilidad de usos del suelo compatibles y densidades sustentables, un patrón coherente de redes viales primarias, la distribución jerarquizada de los equipamientos y una efectiva movilidad que privilegie las calles completas, el transporte público, peatonal y no motorizado.” 
 La LGAHOTDU incluye además la perspectiva de género, señalando que dicha ley tiene por objeto permitir la participación ciudadana en particular para las mujeres, jóvenes y personas en situación de vulnerabilidad, en los procesos de planeación y gestión del territorio con base en el acceso a información transparente, completa y oportuna, así como la creación de espacios e instrumentos que garanticen la corresponsabilidad del gobierno y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y evaluación de la política pública en la materia.
Señala además como principios a observar la equidad e inclusión el cual implica garantizar el ejercicio pleno de derechos en condiciones de igualdad, promoviendo la cohesión social a través de medidas que impidan la discriminación, segregación o marginación de individuos o grupos. Promover el respeto de los derechos de los grupos vulnerables, la perspectiva de género y que todos los habitantes puedan decidir entre una oferta diversa de suelo, viviendas, servicios, equipamientos, infraestructura y actividades económicas de acuerdo a sus preferencias, necesidades y capacidades

Y además señala que las políticas y programas de Movilidad deberán promover el acceso de mujeres y niñas a espacios públicos y transporte de calidad, seguro y eficiente, incluyendo acciones para eliminar la violencia basada en género y el acoso sexual. 

Ley General de Movilidad y Seguridad Vial que incorpora el enfoque de género, expedida el pasado mes de mayo, establece de forma principal como:

· Jerarquía de la movilidad, para la prioridad en el uso y disposición de las vías, en primero termino las personas peatonas, con un enfoque equitativo y diferenciado en razón de género, personas con discapacidad y movilidad limitada.

· La inclusión e igualdad en el sistema de movilidad, las autoridades competentes deberán garantizar la equiparación de las oportunidades de la población para alcanzar un efectivo ejercicio de su derecho a la movilidad, poniendo especial énfasis en los grupos en situación de vulnerabilidad por condición física, social, económica, género, edad u otra, para cumplir esto las autoridades deberán diseñar y operar el sistema con perspectiva de género, usando metodología basada en la perspectiva de género tomando en consideración la interseccionalidad de las mujeres y los principios de equidad y transversalidad. 

· Fomentar la movilidad con perspectiva de género. En la planeación y diseño de la movilidad y la seguridad vial, así como en los diferentes componentes de los sistemas de movilidad y en la toma de decisiones, las autoridades competentes deberán fomentar y garantizar la participación de las mujeres, considerando su interseccionalidad, además de: 

· Implementar acciones y mecanismos dentro de los sistemas de movilidad y seguridad vial, así como de las autoridades responsables del territorio, para fortalecer la información disponible y los diagnósticos, que promuevan la implementación de acciones afirmativas y con perspectiva de género que mejoren y hagan más segura, incluyente y eficiente la experiencia de la movilidad de las mujeres y de la movilidad de cuidado.
· Incluir en las estrategias e instrumentos de movilidad y seguridad vial, en los tres órdenes de gobierno, acciones afirmativas y con perspectiva de género para prevenir y erradicar las violencias de género. Dichas acciones serán implementadas bajo el principio de transversalidad con las autoridades competentes en los ámbitos de seguridad ciudadana, derechos humanos, entre otras. Esto también incluirá la capacitación en la materia y sensibilización de género de las personas responsables de diseñar, operar y evaluar los sistemas de movilidad. 
· Considerar en la planeación de la movilidad y la seguridad vial los criterios y contenido de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y demás legislación en materia de prevención de la violencia en razón de género, así como incorporar recomendaciones y políticas para asegurar la integridad, dignidad y libertad de las mujeres al hacer uso de la vía, emitidas por el Instituto Nacional de las Mujeres, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la Secretaría de Seguridad Ciudadana, y demás dependencias e institutos estatales y municipales relevantes, así como de la sociedad civil y organismos internacionales.

· Las políticas, programas, campañas y acciones de sensibilización sobre movilidad y seguridad vial deberán observar la incorporación de la perspectiva de género, así como del trato digno y no discriminación hacia grupos en situación de vulnerabilidad. 
· La educación en materia de movilidad y seguridad vial tiene como objetivo transmitir una serie de conocimientos que todas las personas usuarias de la vía deben incorporar al momento de transitar por ésta, la cual deberá ser con perspectiva interseccional a fin de informar y fomentar el respeto irrestricto de la ciudadanía, personas operadoras de los sistemas de movilidad, y autoridades a las niñas, adolescentes y mujeres en la vía pública, con el fin de prevenir y erradicar las violencias de género en sus desplazamientos por las vías. 
· Incorpora como obligación de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana colaborar, en el marco de sus competencias, con las autoridades competentes de los tres órdenes de gobierno, en la prevención de las violencias de género en los sistemas de movilidad.

Finalmente es importante mencionar que derivado de la entrada en vigor de esta norma general deberán realizarse las siguientes acciones:
El Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en un plazo no mayor a 180 días (6 meses), contados a partir del 18 de mayo de 2022, deberán aprobar las reformas necesarias a las leyes de su competencia (18 de noviembre), a fin de armonizarlas con lo dispuesto en esta Ley General.
El Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial deberá emitir la Estrategia Nacional de Movilidad y Seguridad Vial en un plazo no mayor a 365 días naturales contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, es decir, su plazo máximo será 18 de mayo de 2023.
El Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial deberá integrarse y emitir los lineamientos para su organización y operación, en un plazo no mayor a 180 días naturales (18 de noviembre) contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 
En un plazo no mayor a 365 días naturales contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las Secretarías integrantes del Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial, las entidades federativas, así como los municipios, deberán integrar los registros, indicadores y bases de datos en materia de movilidad y seguridad vial como parte del Sistema de Información Territorial y Urbano. 
Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor de la presente Ley, se cubrirán con cargo al presupuesto autorizado para los ejecutores del gasto responsables para el presente ejercicio fiscal y subsecuentes, y en caso de que se realice alguna modificación a la estructura orgánica de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, éstas deberán realizarse mediante movimientos compensados conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, por lo que no se incrementará su presupuesto regularizable ni se autorizarán ampliaciones al presupuesto de las mismas para el presente ejercicio fiscal ni subsecuentes como resultado de la entrada en vigor de la presente Ley. 
Por lo que a la fecha, en el aspecto normativo como pudimos ver, se encuentra prevista el principio de transversalización de la perspectiva de género, que incluye además garantizar transporte seguro y la prevención a la violencia y acoso sexual, incluyendo para la Secretaria de Seguridad obligaciones, sin embargo, estamos justo en el proceso de adecuación del marco normativo y posterior diseño en la estrategia , por lo que una vez transcurrido este plazo y derivado de los resultados en su ejecución se podrá contar con  mayores elementos para poder evaluar principalmente en lo local. 
IV. Conclusiones 
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Las crecientes violencias urbanas, tanto las que se experimentan como las que se temen, se han transformado en problemas centrales en las ciudades, afectando la calidad de vida cotidiana de las personas y el ejercicio de sus derechos ciudadanos.

Las problemáticas sociales en torno a los estereotipos y ausencia de perspectiva de género, cada vez son más visibilizadas y denunciadas como es el caso de la violencia de género que derivado de su tratamiento jurídico logran salir a la luz, dejando de pertenecer al ámbito privado para posicionarse como un fenómeno social-criminal, como un asunto de interés público que afecta a todas las personas, y que es digno de tutela por parte del derecho. 

Destacamos la desigualdad entre mujeres y hombres respecto a su entorno urbano, si bien, existen diversas afectaciones, consideramos de gran impacto la inseguridad y el miedo que viven las mujeres en el espacio público, particularmente en la movilidad, es decir, en el transporte público pues los datos estadísticos pese a la limitada denuncia (cifra negra) demuestran que el transporte público es el lugar donde mayores delitos se comenten, siendo las mujeres sus principales víctimas, lo que explica el por qué, está catalogado como uno de los tres espacios públicos con mayor percepción de inseguridad. 

Frente a esta realidad que enfrentan las mujeres en su día a día, se han implementado diversas políticas públicas de género, que consisten en el conjunto de decisiones, objetivos y medidas adoptadas por las instituciones públicas, en relación al fomento de la igualdad entre mujeres y hombres y el avance de la situación socioeconómica, política y cultural de la mujer[footnoteRef:19] [19:  Lombardo, Emanuela, La europeización de la política española de igualdad de género. Valencia, Tirant lo Blanch, 2004, citado en Diz y Lois, 2011, p. 147.] 


Asimismo, en la reciente Ley General de Movilidad y Seguridad Vial se establece como obligación para las autoridades garantizar la equiparación de las oportunidades de la población a fin sera alcanzar un efectivo ejercicio de su derecho a la movilidad, poniendo especial énfasis en los grupos en situación de vulnerabilidad por condición física, social, económica, género, edad u otra, para cumplir esto las autoridades deberán diseñar y operar el sistema de movilidad usando metodología basada en la perspectiva de género tomando en consideración la interseccionalidad de las mujeres y los principios de equidad y transversalidad.

De igual forma, en la planeación y diseño de la movilidad y la seguridad vial, así como en los diferentes componentes de los sistemas de movilidad y en la toma de decisiones, las autoridades deberán fomentar y garantizar la participación de las mujeres, considerando su interseccionalidad, generando además acciones afirmativas y con perspectiva de género para prevenir y erradicar las violencias de género. Dichas acciones serán implementadas bajo el principio de transversalidad con las autoridades competentes en los ámbitos de seguridad ciudadana, derechos humanos, entre otras.

El principio de transversalidad o “mainstreaming”, que tiene como objetivo integrar la dimensión de género en la totalidad del ordenamiento jurídico, al llevarlo a cabo en el proceso de elaboración normativa[footnoteRef:20]. El mainstreaming de género fue asumido explícitamente por la IV Conferencia Mundial sobre Mujeres de Naciones Unidas que tuvo lugar en Pekín en 1995. La Plataforma de Pekín solicitó la necesidad de que antes de que se tomen las decisiones, se realice un análisis de los efectos producidos en mujeres y hombres, respectivamente. De igual forma el Consejo de Europa de 1998 la transversalidad de género es: “la (re)organización, mejora, desarrollo y evaluación de los procesos políticos para incorporar, por parte de los actores involucrados normalmente en dichos procesos, una perspectiva de igualdad de género en todos los niveles y fases de todas las políticas”[footnoteRef:21] [20:  Lousada, José Fernando, “El informe sobre el impacto de género en la elaboración normativa”. Aequalitas: Revista jurídica de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, vol. 15, 2004, pp.36-46. ]  [21:  Consejo de Europa, 1999, p.26.] 

como puede advertirse se incluyó en el marco legal mexicano en este cuerpo normativo de movilidad y seguridad vial expedida escasos meses atrás. 

Como se señaló previamente, el marco normativo nacional comprometido con los compromisos internacionales evoluciona e incluye la aplicación de la perspectiva de género bajo el principio de transversalidad, al ser de reciente creación se encuentran en el proceso de implementación en las entidades federativas, así como el diseño de la Estrategia Nacional de Movilidad y Seguridad Vial cuyo plazo máximo para su integración es el 18 de mayo de 2023.

El Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en un plazo no mayor a 180 días (6 meses), contados a partir del 18 de mayo de 2022, deberán aprobar las reformas necesarias a las leyes de su competencia (18 de noviembre), a fin de armonizarlas con lo dispuesto en esta Ley General.

El Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial deberá integrarse y emitir los lineamientos para su organización y operación, en un plazo no mayor a 180 días naturales (18 de noviembre).
En un plazo no mayor a 365 días naturales contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las Secretarías integrantes del Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial, las entidades federativas, así como los municipios, deberán integrar los registros, indicadores y bases de datos en materia de movilidad y seguridad vial como parte del Sistema de Información Territorial y Urbano.

La inclusión de la perspectiva de género y la transversalidad en la normativa nacional,  requieren de dos procesos importantes, el primero realizar los diagnósticos necesarios para su planeación y diseño, y segundo evaluar el impacto generado, ya que recoge una evaluación previa sobre los resultados y efectos de las disposiciones normativas, planes o proyectos, sobre mujeres y hombres de forma separada, y la valoración de estos resultados, en relación con la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. Esta evaluación de impacto de género no puede ser un simple formalismo o papel que debe ser rellenado, sin tener claro su objetivo,  requiere “esfuerzos de formación, información y sensibilización, sin los cuales la exigencia de evaluación de impacto en función del género tiene el riesgo de convertirse en un formalismo enervante e inútil”[footnoteRef:22].  [22:  Rodríguez-piñero, Miguel “El informe sobre el impacto por razón de género en la elaboración de las disposiciones normativas”, en Aequalitas, Revista Jurídica de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, núm.15, 2004, pp. 38.] 


Este proceso representa un gran reto para el diseño e implementación de la estrategia nacional de movilidad, deberemos analizar la forma en que las autoridades incluirán de manera transversal la perspectiva de género con el fin de hacer efectivo el derecho a la ciudad. El objetivo será la creación de un urbanismo inclusivo, que considere que en las actuales sociedades hombres y mujeres comparten ambos espacios y realizan tareas tanto en el ámbito doméstico como en el laboral que sea empático con las principales labores y traslados que realizan las mujeres, pero que además las doten de seguridad.

Si bien, este estudio se centra en la seguridad en el transporte público se espera que atendiendo tanto a la Ley Genera de Movilidad y Seguridad Vías así como a la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano en nuestras ciudades no solo se garantice la seguridad y movilidad, si no, se fomente la igualdad en el acceso a la vivienda, promueva la mejora de equipamientos y transportes públicos, e incremente la formación y sensibilización. 

Asimismo, será interesante y objeto de estudio observar como las instituciones en sus diferentes niveles de gobierno, lo están llevando a cabo y en último término, evaluar si esa perspectiva de género será una de las formas de promover un urbanismo más inclusivo en el que quepa toda la diversidad que tenemos en las ciudades. 

[bookmark: _Toc104251195]Hoy en día, debemos esperar a que se concreten estos procesos para estar en condiciones de analizar si la normativa y la práxis, previenen y eliminan la comisión de delitos en contra de las mujeres, y si la evolución y fortalecimiento del marco normativo, fue aplicado de forma correcta por los operados del sistema.
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